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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    la señora VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA –Directora Departamental de CAFESALUD- contra el fallo proferido por la Juez Cuarto Penal  del  Circuito  de  esta  capital, con  ocasión  de  la  acción  de  tutela interpuesta  por GLADIS MONTES CARMONA en representación de su menor hijo EUCLIDES DE JESÚS MONTES en contra  del Hospital Mental del Risaralda -en adelante HOMERIS-.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora MONTES CARMONA como representante del joven EUCLIDES DE JESÚS, se pueden sintetizar así:  (i) su hijo cuenta con 17 años y es drogadicto, por lo cual se ha visto forzada a trasladarlo al Hospital Mental para que lo desintoxiquen, pues se torna agresivo con ella y su propio hermano; (ii) en septiembre lo llevó a urgencias y fue remitido a dicho centro médico, y cuando lo vieron mejor le dieron salida con una orden de medicamentos y cita con neurólogo, pero no salió bien recuperado y aunque pidió a los galenos que lo dejaran más tiempo, expresaron que no; (iii) su hijo no tomó los medicamentos y cogió la calle por lo que no pudo llevarlo al neurocirujano; (iv) el día anterior a presentar la tutela, su hijo llegó a la casa, le pegó y tuvo que doparlo para conducirlo nuevamente a HOMERIS, y aunque solicitó que lo tuvieran allí por más espacio, los médicos le indicaron que cuando lo vieran un poco mejor le darían de alta en máximo 3 días, y (v) tanto ella como su hijo se hallan afiliados al Sisben.

Reclama en consecuencia se ordene al Hospital Mental que no le den salida a su hijo hasta tanto muestre buena recuperación y se lo entreguen completamente desintoxicado, para lo cual igualmente pide una medida provisional en aras de la protección de los derechos a la salud y vida digna de su hijo. 
3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- El despacho negó la medida provisional solicitada y admitió la demanda de tutela de la que descorrió traslado al Hospital Mental y vinculó oficiosamente a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y a CAFESALUD EPS-S., quienes dieron respuesta de la siguiente manera:
- El Secretario de Salud Departamental informó que le corresponde a la EPS CAFESALUD  atender lo pretendido, por ser ésta la aseguradora a la que se encuentra afiliado el menor con fundamento en lo reglado en la resolución 5521/13, así como lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia y este mismo Tribunal en decisiones similares, por lo cual considera que es CAFESALUD quien debe gestionar lo requerido por el joven EUCLIDES  DE JESÚS MONTES para que se le brinde el tratamiento adecuado mientras éste de forma voluntaria lo acepte y en consecuencia pide se desvincule a dicha Secretaría del presente trámite.
- El Hospital Mental Universitario de Risaralda por medio de su representante legal argumentó que el menor EUCLIDES DE JESÚS MONTES CARDONA se halla hospitalizado desde noviembre 2 de 2015 con diagnóstico “trastornos mentales y del comportamiento debido al uso de múltiples sustancias y al uso de otras sustancias psicoactivas” y a éste jamás se le han negado atenciones, como se observa en el portafolio de servicios.  Así mismo expresa que el proceso misional es de atender enfermos mentales propiamente dichos y la patología del joven requiere internación en institución que maneje aquejados por problemas de drogadicción, lo que allí no se realiza.  Pide se desvincule dicha entidad de esta acción al no vulnerar derechos al accionante pues la responsabilidad en el proceso de internación de pacientes con problemas de consumo, abuso y adicción a estas sustancias es de CAFESALUD EPS-S.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que luego de efectuar un análisis de la situación planteada consideró que la EPS-S es la encargada de proporcionar un tratamiento adecuado y urgente a favor del joven EUCLIDES DE JESÚS MONTES CARMONA, para lo cual le ordenó a CAFESALUD que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación autorice en forma prioritaria y de acuerdo a lo prescrito por el médico tratante la internación de éste en un centro de rehabilitación idóneo para el manejo del trastorno que presenta derivado del consumo de sustancias psicoactivas e igualmente, le brinde el tratamiento integral que requiera con el fin de posibilitar el restablecimiento de la salud mental del mismo.

Por parte de CAFESALUD se allegó de forma extemporánea respuesta al trámite constitucional y por ende no fue tenida en cuenta por la a quo.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la Directora Departamental de CAFESALUD EPS-S interpuso recurso de alzada el cual sustenta en los siguientes términos:

- Indica que la Corte Constitucional ha señalado que con antelación a acudir a la acción de tutela los demandantes deben solicitar el respectivo servicio, en tanto la EPS-S acoge las órdenes de los médicos tratantes que son los que poseen el conocimiento científico y pueden determinar qué es lo más conveniente para el paciente. Hace referencia a diferentes artículos de la Ley 100/93 y del Tribunal Constitucional para estimar que la prestación asistencial se sujeta a la disponibilidad de especialistas, agendas de los médicos, horas contratadas, disponibilidad de quirófanos, por lo que no puede constituirse tal circunstancia como una negativa en la atención médica, con lo que desaparece cualquier vulneración a derechos fundamentales y por ello debe denegarse el amparo por carencia actual del objeto.
- En relación con el tratamiento integral aduce que el juez de tutela no puede dar órdenes con base en supuestas negativas y omisiones en aras de la protección pedida, pues solo le es dado hacerlo si existen en la realidad acciones u omisiones de la entidad accionada y ellas constituyen la violación de algún derecho fundamental.  Pide se revoque la decisión adoptada por ser improcedente y que se vincule a las diligencias a la IPS DIACOR para que indiquen los motivos que le asisten para no garantizar la atención al paciente.  Igualmente, se le expida copia auténtica del fallo, con su respectiva constancia de ejecutoria, una vez se produzca la sentencia y se cumpla el término de impugnación de las partes. 
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas del menor EUCLIDES DE JESÚS MONTES  CARMONA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola como lo reclama la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el caso en estudio el juez de primera instancia luego del análisis previo, consideró que en el caso del menor EUCLIDES MONTES existía vulneración a su derecho fundamental a la salud y a la vida en condiciones dignas, y ordenó a CAFESALUD EPS-S que de acuerdo a lo prescrito por un psiquiatra tratante se dispusiera la internación del joven en un centro de rehabilitación idóneo para el manejo de los trastornos derivados del consumo de sustancias psicoactivas que padece; así mismo, le garantizara una atención integral para el tratamiento de su patología.

Frente al tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo tendiente a lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un procedimiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna puede estimarse esa forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que les son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En lo que hace con el reparo que contiene la impugnación, en tanto se señala que el juez no puede obligar a la accionada al suministro de prestaciones futuras e inciertas, es argumento que no puede ser aceptado, dado que un proceder en ese sentido por parte de la juez constitucional no ha hecho cosa diferente a seguir los lineamientos que al respecto se tienen, en especial, porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención que se preste, sea oportuna, eficaz y especialmente continua. Por demás, una posición como la esbozada, no es insular y por el contrario está debidamente sustentada por medio de las directrices que al respecto y en cumplimiento de los fines de la orden de atención integral se consignaron previamente, por parte de la Corte Constitucional como se puede apreciar a continuación: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 
Así mismo, basta indicar que la Ley 1566 de 2012
 en su artículo segundo y respecto a la atención integral de las personas que sufren esta clase de padecimientos, indicó: “Toda persona que sufra trastornos mentales o cualquier otra patología derivada del consumo, abuso y adicción a sustancias psicoactivas licitas o ilícitas, tendrá derecho a ser atendida en forma integral por las Entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud y las instituciones públicas o privadas especializadas para el tratamiento de dichos trastornos”.
Frente al caso concreto, es evidente que el menor EUCLIDES DE JESÚS con ocasión del tratamiento al que deberá ser sometido -siempre que se cuente con su voluntad y el acompañamiento de sus familiares-, puede llegar a requerir  otros servicios médicos que son necesarios para contrarrestar la patología que padece denominada “trastornos mentales y del comportamiento debido al uso de múltiples sustancias y al uso de otras sustancias psicoactivas” y que le sean prescritos por los médicos o especialistas tratantes, los cuales sin duda alguna contribuirán no solo al diagnóstico, pronóstico y manejo de su enfermedad sino al mejoramiento de su calidad de vida. 

No se puede tampoco olvidar, como de manera clara lo refirió la a quo en su decisión, que estamos frente a un joven que presenta un problema de farmacodependencia o drogadicción y ha sido enfática la jurisprudencia al indicar que los mismos deben ser objeto de protección con miras a alcanzar el mejor estado de salud mental de éstos, como así quedó plasmado en la Sentencia T-124 de 2014 véase:

“[…] que es primordial exigir a todos los estamentos comprometidos en la prestación de los servicios de salud, que los proporcionen de la mejor manera, también a las personas que padezcan enfermedades mentales, para garantizar el uso de todos los medios de los que razonablemente se dispone, en aras de acceder al desarrollo máximo de la capacidad psíquica del paciente.

Por lo tanto, quienes sufren enfermedades y trastornos sicológicos derivados del consumo de sicotrópicos, tienen derecho a acceder a servicios que les permitan alcanzar el mejor estado posible de salud mental y que propendan por su rehabilitación y recuperación funcional, correspondiéndole a las EPS, tanto dentro del régimen contributivo como del subsidiado, asumir su costo
.”

Igualmente, y como así fue objeto de estudio por parte de la funcionaria a quo, en lo referido a la regulación del POS y más concretamente en el Acuerdo 029 de 2011 -expedido por la Comisión de Regulación en Salud- existe un capítulo -quinto- denominado “coberturas especiales para menores de 18 años”, donde se regula el tratamiento integral para menores de edad que padezcan drogadicción, donde se incluye en el Plan de Salud expresamente la internación, véase: 

“ARTÍCULO 76. CASOS DE SUSTANCIAS PSICOACTIVAS EN MENORES DE 18 AÑOS. Sin perjuicio de las evaluaciones y atenciones realizadas por profesionales de la salud, todo menor de dieciocho (18) años de edad que use sustancias psicoactivas tendrá derecho a recibir atención psicológica y psiquiátrica ambulatoria y con internación, y adicionales a las coberturas establecidas en los artículos 17 a 24.”

A la par de lo anterior, mediante la Resolución 5521 de diciembre 27 de 2013 emitida por el Ministerio de Salud y Protección Social, se definió, aclaró y actualizó integralmente el POS y allí se estableció también la atención en salud mental para personas entre 14 y 18 años de edad y se incluye la internación total o parcial hasta por 90 días continuos -art. 121
-, la atención por psicoterapia ambulatoria para menores de edad entre 14 y 18 años -art. 122- y la atención con internación en salud mental, en los siguientes términos:

“ARTÍCULO 123. ATENCIÓN CON INTERNACIÓN EN SALUD MENTAL. Para las personas de 14 años a menores de 18 años víctimas de violencia intrafamiliar, abuso sexual, trastornos alimentarios como anorexia o bulimia, casos de uso de sustancias psicoactivas, y personas menores con discapacidad, sin que sea acumulable con lo dispuesto en el artículo 121, la cobertura del POS será así:

En la fase aguda, la cobertura de la hospitalización podrá extenderse hasta 180 días, continuos o discontinuos por año calendario.

En caso de que el trastorno o enfermedad mental ponga en peligro la vida o integridad del paciente, la de sus familiares o la comunidad, la cobertura de la internación será durante el periodo que considere necesario el o los profesionales tratantes.

Sin perjuicio del criterio del profesional tratante, el paciente con trastorno o enfermedad mental, se manejará de preferencia en el programa de internación parcial u hospital día, según la normatividad vigente y en servicios debidamente habilitados para tal fin.” (negrilla fuera de texto)
Precisamente eso era lo pretendido por la madre del joven  EUCLIDES, en tanto su estado de drogadicción -que inclusive lo ha llevado a vivir en las calles y a tener episodios de violencia contra sus familiares- hacía necesaria la intervención de las entidades pertinentes en este caso CAFESALUD, para que se procurara su internamiento con el fin de procurar su rehabilitación lo cual a la fecha no se ha realizado, en tanto esta Sala obtuvo comunicación con la señora GLADIS MONTES madre del joven EUCLIDES DE JESÚS quien refirió que aunque no ha acudido ante la EPS-S, ésta tampoco le ha dado información alguna en relación con la internación de su hijo y por el contrario el joven actualmente pasa por situaciones similares a aquellas que la motivaron a llevarlo ante el Hospital Mental, por lo que no es de recibo el argumento según el cual actualmente se presenta carencia actual del objeto por hecho superado, toda vez que tal afirmación riñe con la realidad.

En esas condiciones, como quiera que para este Tribunal ningún reproche procede contra la actuación impugnada, se confirmará la providencia adoptada por la funcionaria a quo.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
   JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398 del 24-04-2008, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.


� “Por la cual se dictan normas para garantizar la atención integral a personas que consumen sustancias psicoactivas […]”


� T-569 de mayo 26 de 2005, M. P. Clara Inés Vargas Hernández; en similar sentido, T-867 de septiembre 4 de 2008, M. P. Rodrigo Escobar Gil.


� “ARTÍCULO 121. ATENCIÓN EN SALUD MENTAL. Para la atención de personas de 14 años a menores de 18 años con trastorno o enfermedad mental de cualquier tipo o etiología, se cubren todos los procedimientos y medicamentos establecidos en el Plan Obligatorio de Salud, incluyendo la internación total o parcial (hospital día).


En la fase aguda, la cobertura de la hospitalización podrá extenderse hasta 90 días, continuos o discontinuos por año calendario.


En caso de que el trastorno o enfermedad mental ponga en peligro la vida o integridad del paciente, la de sus familiares o la comunidad, la cobertura de la internación será durante el periodo que considere necesario el o los profesionales tratantes.


Sin perjuicio del criterio del profesional tratante, el paciente con trastorno o enfermedad mental, se manejará de preferencia en el programa de internación parcial u hospital día, según la normatividad vigente y en servicios debidamente habilitados para tal fin.


Adicionalmente se cubre la atención ambulatoria con psicoterapia individual o grupal, independientemente de la fase en que se encuentra la enfermedad, así:


1. Hasta treinta (30) sesiones de psicoterapia individual en total por psicólogo y médico especialista competentes, durante el año calendario.


2. Hasta treinta (30) terapias grupales, familiares y de pareja en total por psicólogo y médico especialista competentes, durante el año calendario.” Negrilla fuera de texto.
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